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			1.1. El trabajo y la salud

			El trabajo

			Toda persona tiende a lograr un equilibrio somático, psíquico y social que le proporcione una sensación de bienestar, sin embargo este equilibrio está afectado por el medio ambiente en el que el hombre está inmerso, y que influye sobre él aun a pesar de su capacidad de reacción.

			Existen distintas definiciones de trabajo, en algunos casos eminentemente prácticas, en otros casos excesivamente abstractas, como por ejemplo:

			•Organización de medios técnicos y humanos para la consecución de un producto o servicio, ó 

			•Actividad social organizada, que a través de recursos de naturaleza diferente, trabajadores, materia prima, energía, tecnología, organización, etc. permite alcanzar unos objetivos y satisfacer unas necesidades.

			En ambos casos aparecen dos elementos:

			Debe advertirse que los medios técnicos, pueden influir de distintas formas sobre los humanos. De estas influencias, las más importantes son las que provocan la aparición de daños.

			El trabajo está sujeto a exigencias productivas, cantidades, costes, calidad…, motivadas por la competitividad de la economía de mercado. Para que un trabajo se realice con máxima productividad, es preciso que sea seguro.

			Cuando se habla de trabajo, debe tenerse en cuenta que éste ha variado a lo largo de la historia, el progreso tecnológico y social ha mejorado notablemente la calidad de vida de la sociedad en general, así como las condiciones en que se realiza el trabajo. No obstante, el problema de los riesgos para los trabajadores se mantiene, si bien éstos pueden ser de distinta índole, eliminados unos, incrementándose otros o apareciendo otros nuevos. De ahí que sea necesario identificar, evaluar y controlar dicho problema.

			La salud

			En la práctica habitual, se define la salud como la ausencia de enfermedad o daño, refiriéndose habitualmente al estado físico del cuerpo humano. En cambio, la Organización Mundial de la Salud (en adelante OMS) adopta una terminología mucho más amplia, cuando establece que la salud es “el estado de bienestar físico, mental y social”. 

			En esta última consideración se concreta todavía más el concepto, al añadir al estado físico, el estado mental o psicológico de una persona y la connotación social del entorno que la rodea.

			Sin embargo, las últimas tendencias en la concepción de salud aún van más lejos, entendiendo que salud es el estado de bienestar en el que la persona adquiere lo que se ha dado en llamar calidad de vida.

			Hay que tener en cuenta que trabajo y salud están íntimamente ligados. Durante el desarrollo del trabajo puede verse afectada la salud tanto de manera positiva como también negativa: 

			•Desde el punto de vista positivo, el trabajo beneficia a nuestra salud por ser éste un medio por el cual desarrollamos nuestras capacidades tanto físicas como intelectuales.

			•Desde el enfoque negativo, éste surge en el aspecto físico cuando no se desarrolla en las condiciones adecuadas, o en el aspecto mental cuando el trabajo infrautiliza las aptitudes profesionales de las personas, no permitiendo desarrollar sus capacidades.

			El mundo del trabajo está en proceso cambiante. Cada día mejoran las técnicas, si bien dada la competitividad actual, estos avances suelen ir enfocados al producto, por lo que esto puede llevar a una disminución de la protección de los trabajadores.

			Hay que señalar que, desde un punto de vista globalizador, uno de los puntos más importantes para una empresa, además de los resultados económicos, es el elemento humano, sin el cual estos beneficios no podrían generarse. Es por ello que, en la empresa, hay que establecer los medios técnicos, materiales y organizativos encaminados a mejorar no sólo los procesos desde el punto de vista del producto, sino también de las condiciones de trabajo.

			Si se tienen en cuenta los cambios sociales y que las necesidades del colectivo de trabajadores ha cambiado en los últimos años, hay que prestar especial atención a los factores organizativos y psicosociales que pueden pasar más desapercibidos, ya que generalmente sus consecuencias (fatiga mental, estrés laboral, desmotivación, mobbing) no suelen ser tan llamativas como las de los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales.

			Controlar los procesos productivos requiere conocer los elementos que pueden influir de forma positiva y potenciarlos, así como minimizar los que puedan afectar negativamente la salud de los trabajadores. 

			1.1.1. Los riesgos profesionales

			Según la Ley de Prevención de riesgos laborales, “riesgo laboral”, es la posibilidad de que un trabajador sufra un determinado daño derivado del trabajo.

			Podemos extraer dos claras conclusiones de esta definición:

			•La posibilidad o probabilidad de que se produzca un daño no implica que éste se vaya a producir, significa simplemente que ante situaciones de riesgo a las que está expuesto el trabajador, alguna de ellas puede causar un daño en su salud.

			•El término daño en el trabajo lo entenderemos como la enfermedad, patología o lesión sufrida con motivo del trabajo que realiza. Por ejemplo: Un trabajador que utiliza una escalera de mano, corre el riesgo de caerse y lesionarse.

			La cuestión será delimitar cuál es el factor de riesgo y cuál es el riesgo laboral que origina.

			•Factor de riesgo: Un trabajador que utiliza una escalera de mano.

			•Riesgo laboral: Probabilidad de caerse de cierta altura y hacerse daño en su cuerpo.

			Cualquier modificación del sistema de trabajo causará un desequilibrio en varios aspectos, creándose una nueva situación. Si se introduce una máquina de tecnología más moderna, es posible que, como consecuencia del cambio, desaparezcan situaciones de riesgo; es de suponer que un mejor diseño evitará accidentes por atrapamientos o se disminuirán los esfuerzos de los trabajadores gracias a un nuevo sistema de alimentación.

			Pero al mismo tiempo este cambio puede producir, entre otras muchas situaciones, un mayor nivel de ruido en el ambiente de trabajo, que además de producir un daño contra la salud física (sordera) puede producir dificultades de comunicación contribuyendo a un aislamiento de los operarios y a una disminución de las relaciones entre ellos.

			Por otra parte, ante una máquina más perfeccionada, en la que el trabajador se limita a un control de los mandos, el operario ve limitada la iniciativa, participación y satisfacción en un trabajo que antes era más artesanal y creativo.

			En general, puede considerarse, a priori, que existirá riesgo profesional en aquel proceso en el que no se ha considerado al ser humano como centro del proceso productivo. 

			Como ejemplo, puede señalarse el cambio que en la actualidad se está desarrollando en las grandes empresas en las que se están sustituyendo las cadenas de montaje (con trabajos muy limitados) por sistemas de múltiples grupos productivos.

			Se tratará de evitar cualquier situación de riesgo laboral, evaluando incluso las consecuencias de los cambios adoptados para ello. 

			Por último, deberá tenerse en cuenta todos los aspectos del trabajo que puedan afectar a la salud, y para ello, es preciso considerar que la realización de un trabajo produce modificaciones en el lugar donde éste se realiza. Éstas pueden ser de naturaleza mecánicas, físicas, químicas, biológicas, psicológicas, sociales e incluso morales, y tener repercusiones sobre el trabajador.

			1.1.2. Los factores de riesgo

			Los factores de riesgo se definen como aquellas situaciones o condiciones de trabajo que pueden perjudicar la salud del trabajador.

			Otra interpretación posible, utilizando la definición planteada por la OMS, es la que define el riesgo como aquella situación de trabajo que puede romper el equilibrio físico, mental o social del trabajador. 

			Si bien es prioritario actuar contra los riesgos que provocan accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, el término no se limita a ello, sino que habrá que tener en cuenta todos los desequilibrios de la salud.

			Estos factores pueden clasificarse en cuatro categorías:

			Condiciones de seguridad

			Son aquellas condiciones materiales que influyen sobre la accidentabilidad: elementos móviles, cortantes, electrificados, combustibles, etc. Para poder controlar estos factores se analizarán las máquinas y las herramientas, los equipos de transporte, las instalaciones eléctricas, las dimensiones de los locales, las condiciones de almacenamiento, etc. El estudio de estos factores es tarea de la Seguridad del Trabajo.

			Factores de tipo físico, químico y biológico

			Engloban contaminantes como el ruido, vibraciones, iluminación, condiciones termohigrométricas (temperatura, humedad, velocidad del aire, etc.), radiaciones y sustancias presentes en el ambiente de trabajo cuyo contacto o inhalación son motivo de enfermedades profesionales y sobre los hay que considerar sus efectos sobre la salud, técnicas de evaluación y posibles medidas correctoras que ayuden a controlarlos. El estudio de estos factores es tarea de la Higiene Industrial.

			Factores ligados a las características del trabajo

			Estos factores se refieren a los elementos que plantean al trabajador esfuerzos físicos, bien sean estáticos (postura de trabajo), dinámicos (manipulación de cargas) y mentales (nivel de atención de la tarea). El estudio de estos factores corresponde a la Ergonomía.

			Factores relacionados con la organización del trabajo

			Esta categoría incluye un conjunto de factores que se refieren a aspectos tales como el clima laboral, el reparto de tareas, la comunicación interna, horarios y turnos, etc. El estudio de estos factores es tarea de la Psicosociología.

			Por último, debemos tener en cuenta que de estos cuatro grupos de factores de riesgo se pueden presentar varios a la vez, con la existencia de múltiples situaciones de riesgo actuando sobre un mismo ambiente de trabajo o más concretamente sobre un mismo puesto. Esto hace necesario que tengamos que considerar en cada caso la interrelación que inevitablemente se produce.

			1.2. Daños derivados del trabajo

			Los factores de riesgo inciden sobre la salud del trabajador, pudiendo dar origen a lo que se denomina daños derivados del trabajo. 

			La L.P.R.L. los define como: las “enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u ocasión del trabajo”.

			De modo general distinguimos diferentes daños derivados del trabajo:

			•Accidente de trabajo.

			•Enfermedad profesional.

			•Otras patologías derivadas del trabajo (Estrés, fatiga, insatisfacción laboral, etc.)

			Partiendo de los factores de riesgo, puede estudiarse la influencia que tienen éstos sobre la salud del trabajador. Así:

			•En relación con las condiciones de seguridad, pueden producirse accidentes de trabajo a consecuencia de lesiones por golpes, caídas, atrapamientos, cortes, quemaduras, derivadas del uso de herramientas, maquinaria y/o vehículos de transporte interno o externo.

			•En relación con los factores de tipo físico, químico o biológico, pueden darse enfermedades profesionales como consecuencia de la exposición a determinados agentes que pueden alterar los órganos y/o los tejidos. Ejemplos de estos factores son: la exposición a radiaciones, ruidos, sustancias potencialmente cancerígenas, temperaturas elevadas, etc.

			•En relación con los factores que derivan de las características del trabajo, pueden producirse accidentes y otras patologías secundarias, tales como fatiga física y/o mental. 

			•En relación con los factores ligados a la organización del trabajo, pueden provocar alteraciones de la salud, como la fatiga mental, ansiedad, depresión, trastornos digestivos y psicológicos, etc.

			1.2.1. Los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales

			Los accidentes de trabajo

			Según el art. 156 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social,

			Esta definición legal se refiere tanto a las lesiones que se producen en el centro de trabajo como a las producidas en el trayecto habitual entre éste y el domicilio del trabajador.

			El apartado 2 del art. 156 establece que tendrán la consideración de accidentes de trabajo:

			a) 	Los que sufra el trabajador al ir o al volver del lugar de trabajo, (accidente in itinere).

			b) 	Los que sufra el trabajador con ocasión o como consecuencia del desempeño de cargos electivos de carácter sindical, así como los ocurridos al ir o al volver del lugar en que se ejerciten las funciones propias de dichos cargos.

			c) 	Los ocurridos con ocasión o por consecuencia de las tareas que, aun siendo distintas a las de su categoría profesional, ejecute el trabajador en cumplimiento de las órdenes del empresario o espontáneamente en interés del buen funcionamiento de la empresa.

			d)	Los acaecidos en actos de salvamento y en otros de naturaleza análoga, cuando unos y otros tengan conexión con el trabajo.

			e)	Las enfermedades, no incluidas en el artículo siguiente, que contraiga el trabajador con motivo de la realización de su trabajo, siempre que se pruebe que la enfermedad tuvo por causa exclusiva la ejecución del mismo.

			f)	Las enfermedades o defectos, padecidos con anterioridad por el trabajador, que se agraven como consecuencia de la lesión constitutiva del accidente.

			g)	Las consecuencias del accidente que resulten modificadas en su naturaleza, duración, gravedad o terminación, por enfermedades intercurrentes, que constituyan complicaciones derivadas del proceso patológico determinado por el accidente mismo o tengan su origen en afecciones adquiridas en el nuevo medio en que se haya situado el paciente para su curación.

			También tendrán la consideración de accidente de trabajo las enfermedades no reconocidas como enfermedad profesional contraídas en el trabajo y el agravamiento a causa del accidente laboral, de enfermedades o lesiones anteriores al trabajo.

			Para diferenciar los accidentes de trabajo de las otras agresiones a la salud y bienestar de los trabajadores como consecuencia de su trabajo se puede partir de la “dureza” del agresivo y de la “velocidad” de producción del daño. Distinguimos las siguientes:

			•Agresiones que causan malestar, insatisfacción, u otros daños, pero no generan lesiones físicas o psíquicas claramente demostrables.

			•Agresiones que cuando se repiten a lo largo de un determinado periodo, acaban produciendo enfermedades profesionales perfectamente diagnosticables: por ejemplo la silicosis (inhalación repetida de polvo de sílice), el saturnismo (ingestión de plomo durante cierto tiempo) o la sordera profesional (exposición prolongada a niveles elevados de ruido, etc.

			•Agresiones que actuando sólo una vez producen lesiones perfectamente identificables de carácter leve, grave o mortal: este tipo de agresiones son los accidentes de trabajo.

			[image: ]Tenemos que diferenciar los accidentes de trabajo del resto de lesiones porque la forma de evitarlas es distinta para cada una de ellas y diferenciándolas sabremos conocer el esfuerzo que conviene dedicar a cada una de ellas en función de su importancia. De lo contrario, si no se tiene en cuenta la importancia de los perjuicios para la salud que cada una produce, se tiende a corregir los más molestos pudiendo dejar los más graves (los accidentes de trabajo) sin prevenir.

			Desde un punto de vista preventivo, definiremos accidente de trabajo como el suceso anormal no deseado que, de forma brusca e inesperada, interrumpe la normal continuidad del trabajo y puede causar lesiones a los trabajadores.

			A partir de esta definición podemos extraer las siguientes conclusiones:

			•La lesión física no necesariamente debe ir asociada al accidente de trabajo, produciéndose situaciones que se denominan incidentes ya que no generan daños físicos y que conviene también controlar.

			•Los accidentes, por muy inesperados que sean no surgen por casualidad, son consecuencia de una situación anterior, la cual es obligación del empresario prevenirla.

			Los efectos negativos de los accidentes de trabajo quedan reflejados en lesiones para los trabajadores que, además de los sufrimientos físicos y morales que causan a éstos y a sus familias, reducen temporal o definitivamente la posibilidad de trabajar lo que supondrá un freno para el desarrollo personal del individuo.

			También los accidentes tienen consecuencias económicas negativas reflejadas en los costes por gastos de asistencia médica, en el número de jornadas de trabajo perdidas, en los daños a los equipos de trabajo, etc.

			Para tener una idea de la importancia de los accidentes laborales, habrá que conocer su número y gravedad, y acudiendo para ello a estadísticas como instrumento a utilizar en la prevención de riesgos.

			Las agresiones que causan malestar e insatisfacción en el trabajo pero que no producen lesiones a la salud son muy difíciles de contabilizar y no existen estadísticas sobre ellas. Por otro lado, debido a que la enfermedad profesional tiene una evolución lenta y no siempre es fácil diagnosticar sus causas, muchas enfermedades comunes posiblemente sean en realidad enfermedades profesionales con lo que las cifras serán mayores en la realidad.

			Los datos de siniestralidad evidencian la necesidad de trabajar prioritariamente en la prevención de los accidentes de trabajo, como primer paso para la mejora de la salud de los trabajadores, ya que son los que ocasionan los daños demostrables más cuantiosos a pesar de que las causas que los originan pueden ser inadvertidas y no ser molestas (un hueco sin cubrir, un cable eléctrico sin proteger, una válvula de seguridad atascada, etc.) por lo que a veces no se tiene prisa en solucionarlas.

			Hay que procurar evitar el camino fácil de actuar principalmente sobre aquellos agresivos que son percibidos (malos olores, brillos molestos, etc.) pero cuyo daño real a la salud es reducido o nulo.

			Por otro lado los accidentes pueden ocurrir o no, aunque existan las causas. El empresario no debe tentar la suerte por considerar que no va a pasar nada, ya que la materialización del accidente es repentina y en muchos casos inesperada.

			A diferencia de las enfermedades profesionales o el malestar por el trabajo, que resultan como se ha dicho, de una agresión continuada que se puede detectar y corregir con el tiempo.

			En muchas otras ocasiones sucede que se desconoce la existencia de un peligro por quienes están expuestos al mismo.

			Los factores causales de los accidentes son muy diversos, entre ellos distinguimos los siguientes: 

			•Factores debidos al medio ambiente de trabajo, unos con una relación directa con el accidente como por ejemplo una máquina insegura y otros con una implicación más difusa como un entorno físico inconfortable, o incluso unas tensas relaciones humanas en el lugar de trabajo.

			•Factores debidos a deficiencias en la organización.

			•Factores debidos al comportamiento humano.

			Esto hace que la prevención efectiva de los accidentes de trabajo sea en la empresa una tarea compleja que implique la participación de todos sus integrantes y además la de técnicos en la materia.

			Todo el mundo puede apreciar el riesgo en un hueco sin cubrir o en un objeto que puede caer, pero se necesitan conocimientos de especialista (ingeniería, química, etc.) para evaluar el riesgo existente en una máquina o la peligrosidad de un producto. Muchas empresas son reacias a gastar dinero en pagar especialistas en Seguridad del Trabajo y acuden a solucionar los riesgos evidentes que no siempre son los más graves.

			Una de las causas principales de la existencia de tantos accidentes de trabajo está en la poca concienciación social y empresarial que del problema se tiene, sin llegar a valorar realmente las pérdidas humanas y económicas que éstos suponen. Con la Ley 54/2003 de reforma de la ley 31/95, se pretende combatir de manera activa la siniestralidad laboral, fomentar una auténtica cultura de la prevención de los riesgos en el trabajo, reforzar la necesidad de integrar la prevención de riesgos laborales en los sistemas de gestión de la empresa y mejorar el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales. 

			En cuanto a la comunicación de los accidentes de trabajo, a partir del año 2004, en las empresas es obligatorio el uso del sistema Delta (declaración electrónica de Accidentes de trabajo) a través del que la empresa o autónomo enviará por internet a la mutua o entidad gestora, los partes de accidente de trabajo, los accidentes graves, mortales y múltiples, la relación de accidentes de trabajo ocurridos sin baja médica y la relación de altas o fallecimientos de los accidentados. No obstante, pese a agilizarse el proceso de tramitación, los plazos de presentación de partes no varían. Así, es obligatorio comunicar la relación de accidentes en los cinco días hábiles a partir de la baja médica, mientras que para los accidentes que no hayan causado baja, habrá de realizarse en los cinco primeros días hábiles del mes siguiente a la fecha en que se produjo el accidente.

			Los siniestros graves, muy graves o con fallecimiento, por su parte, deben comunicarse por Internet mediante un breve texto en las 24 horas posteriores a producirse el accidente.

			Con el nuevo modelo de parte de accidente de trabajo se amplía la información ya que hay que incluir el lugar y el proceso de trabajo que se desarrollaba en el momento del accidente apareciendo el concepto de desviación o hecho anormal que lo causó.

			Las enfermedades profesionales

			El concepto de enfermedad profesional se desarrolla en el 157 del Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, define la enfermedad profesional como: “toda aquella enfermedad contraída a consecuencia del trabajo ejecutado por cuenta ajena, en las actividades que se especifiquen en el cuadro que se aprueba por las disposiciones de aplicación y desarrollo de esta Ley, y que esté provocada por la acción de los elementos o sustancias que en dicho cuadro se indique para toda enfermedad profesional”.

			La definición anterior define el concepto legal de enfermedad profesional, desde el punto de vista técnico es mucho más breve:

			A diferencia de un accidente de trabajo, del que se conoce el daño fácilmente y además cuál ha sido su origen, y el agente directo causante del daño, en el caso de la enfermedad profesional, resulta, en muchas ocasiones, muy difícil poder señalar cuál es el origen, de la causa se encuentra en los ámbitos laborales extralaborales o ambos.

			El vigente cuadro de enfermedades profesionales está recogido en el Real Decreto 1299/2006, de 10 Noviembre (modificado por Real Decreto 1150/2015), por el que se aprueba el cuadro de enfermedades profesionales en el sistema de la Seguridad Social y se establecen los criterios para su notificación y registro, que deroga el Real Decreto 1995/1978, y en el que además del listado se especifican los criterios para la notificación y el registro.

			El nuevo cuadro de Enfermedades Profesionales pretende adecuarse a las características actuales del ámbito laboral, muy distinto al que existía cuando fue publicado el Real Decreto 1995/1978, anteriormente en vigor por causa de la infinidad de cambios experimentados desde entonces hasta nuestros días en el mundo del trabajo, en los sistemas de producción, en el sistema sanitario, en el modo de enfermar, etc.

			El nuevo listado incluye sustancias como agentes productores de patologías y amplía el número de actividades laborales en las enfermedades que pueden producirse. Está contenido en el Anexo I de Real Decreto 1299/2006, de 10 de Noviembre, y se estructura de forma parecida al anterior cuadro, pero introduciendo importantes modificaciones. Agrupa las Enfermedades Profesionales en función de la naturaleza de los agentes productores (grupos 1, 2 y 3), en función de la vía de entrada de los agentes al organismo (grupo 4), en función de la estructura anatómica adecuada (grupo 5) y en función de los efectos grupo (grupo 6). 

			El grupo 1 contiene las Enfermedades profesionales causadas por Agentes Químicos agrupándolos según la naturaleza de las sustancias. El grupo 2 incluye las Enfermedades Profesionales causadas por Agentes Físicos, introduciendo patologías generadas por movimientos, esfuerzos y adopción de posturas, así como las causadas por diversas modalidades de energía. El grupo 3 correspondiente a los Agentes Biológicos, incluyendo enfermedades causadas por bacteria, virus, parásitos, hongos y priones. El grupo 4 abarca las Enfermedades Profesionales causadas por inhalación de sustancias y otros agentes, ampliando los criterios de inclusión para patologías que anteriormente no estaban así consideradas. El grupo 5 está dedicado a las enfermedades de la piel, causadas tanto por agentes químicos como por reacciones alérgicas o utopías. El grupo 6 contempla las patologías generadas por agentes carcinogénicos. 

			En cada uno de los grupos contenidos en el Anexo I se relacionan tanto los agentes causantes de las enfermedades, como las actividades laborales en las que se producen.

			El concepto de Enfermedad Profesional engloba cuatro componentes que le hacen sumamente restrictivo. Muchas enfermedades, a pesar de tener su origen en el desarrollo de una determinada actividad profesional, no pueden ser consideradas como “Enfermedades Profesionales” al no cumplir los requisitos necesarios. Dichos requisitos son los siguientes:

			•Principio de causalidad directo entre la realización del trabajo y la aparición de la enfermedad, es decir, ésta debe estar producida por consecuencia del trabajo.

			•Que el trabajo por cuya consecuencia se produce le enfermedad sea realizado por cuenta ajena. 

			•La enfermedad debe estar especificada en las disposiciones de aplicación y desarrollo de la Ley, en el listado en vigor.

			•Las enfermedades incluidas en el listado deben estar provocadas por la acción de determinados agentes, los cuales deberán estar especificados para cada una de las enfermedades. 

			Desde el punto de vista preventivo, enfermedad profesional será el deterioro lento y paulatino de la salud del trabajador, producido por una exposición crónica a situaciones adversas, producidas éstas por el ambiente en que se desarrolla el trabajo o por la forma en que esté organizado.

			Además no se puede esperar a que aparezcan los síntomas de la enfermedad para empezar a actuar, ya que generalmente los efectos de estas enfermedades son irreversibles.

			Las consecuencias de un accidente de trabajo casi siempre ponen de manifiesto que éste se ha producido en el desempeño del trabajo. Sin embargo no es tan fácil probar el origen laboral de las enfermedades profesionales, estén o no calificadas legalmente como tales.

			1.2.2. Otras patologías derivadas del trabajo

			El accidente de trabajo y la enfermedad profesional constituyen lo que se denomina patología específica del trabajo. En este tipo de daños derivados del trabajo, la relación causa-efecto es clara.

			En otras ocasiones, el trabajo produce daños en la salud del trabajador, en los que la relación causa-efecto no se manifiesta claramente. 

			Entre estas patologías derivadas del trabajo pueden citarse:

			•Enfermedades específicas detectadas con posterioridad al RD 1995/78, que han ido apareciendo en el ámbito laboral y que afectan a la salud física del trabajador. (Algunas de estas se contemplan en la recomendación de la Unión Europea de 19/ 09/2003). Por ejemplo, el síndrome de Ardystil, enfermedad que se detectó en empresas dedicadas a la aerografía textil en la comarca valenciana de Alcoy.

			•Agentes inherentes al trabajo y a su organización (el trabajo por turnos, el trabajo nocturno, etc.), que pueden llegar a producir efectos negativos sobre la salud del trabajador como por ejemplo, la fatiga mental, los trastornos digestivos, las alteraciones psicosomáticas, etc.

			Está constatado que las personas que realizan su jornada de trabajo por la noche sufren una reducción de la duración del sueño, trastornos digestivos debidos a la irregularidad de horarios para comer, alteraciones causadas por la cantidad de excitantes ingeridos durante la noche, etc. provocando irritabilidad, depresiones, dificultades de relación en la vida familiar y en la vida social.

			La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, Prevención de Riesgos Laborales, especifica que los daños derivados del trabajo son las enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u ocasión del trabajo. 

			La Patología es la ciencia que se ocupa del estudio de la enfermedad, cuyo concepto ha variado a lo largo del tiempo dependiendo de las corrientes de pensamiento propias de cada momento histórico. 

			La Patología, como ciencia que estudia la enfermedad, abarca los siguientes aspectos:

			•La Etiología: Estudia las causas de la enfermedad.

			•La Patogenia: Se ocupa del estudio del mecanismo empleado en su puesta en marcha. El conocimiento de la “patogenia” es esencial para la posterior aplicación de medidas preventivas que impidan la génesis de la enfermedad.

			•La Fisiopatología: Estudia los trastornos que inciden sobre las funciones como consecuencia de la instauración de la enfermedad.

			•La Sintomatología: Estudia las manifestaciones objetivas (signos) y subjetivas (síntomas), características de cada enfermedad.

			•La Patocronia: Estudia la evolución en el tiempo.

			La realización de un trabajo en sí mismo no debería ser en sí misma ser causa de ningún daño puesto que por consecuencia del trabajo se esperan consecuencias beneficiosas.

			La Ley de Prevención de Riesgos Laborales define como “daños derivados del trabajo”: las enfermedades, patologías o lesiones sufridas con motivo u ocasión del trabajo. Sin embargo tradicionalmente se ha considerado los “costes económicos” y los “costes humanos” como la consecuencia de la actividad laboral.

			Los “costes humanos”, en los enfoques clásicos de Seguridad e Higiene, son considerados los accidentes de trabajo y las enfermedades profesionales; respondiendo así a un concepto restringido de salud, en cuanto “ausencia de enfermedad o lesión física”. 

			La Patología Laboral del ámbito laboral es “la materialización, en forma de daño físico mental y/o social, de los efectos nocivos de las condiciones y exigencias del trabajo”.

			1.3. 	Marco Normativo básico en materia de prevención de riesgos laborales

			El ordenamiento jurídico español en materia de seguridad y salud en el trabajo está formado por diferentes normas que actúan en este campo de la prevención de riesgos, estableciendo derechos y deberes para los diferentes sujetos que intervienen en la relación laboral. 

			El pilar básico para la protección de la salud de los trabajadores está en la propia Constitución Española, en el artículo 40.2, el cual establece que los poderes públicos deben  velar por la seguridad e higiene en el trabajo.

			Sin embargo, no es ésta la primera referencia jurídica, puesto que desde mucho antes pueden encontrarse distintas normas encaminadas a conseguir este objetivo. Entre ellas se encuentra la Ordenanza General de Seguridad e Higiene en el Trabajo (actualmente la mayoría de sus artículos están derogados), que durante un largo periodo ha constituido el marco de referencia en materia de seguridad y salud.

			Lo que en un principio se conociera como Seguridad e Higiene, se ha convertido en la actualidad, con las nuevas connotaciones en Ergonomía, Psicosociología y Vigilancia de la salud, en Prevención de Riesgos Laborales.

			Directivas europeas

			Desde la entrada en la Comunidad Económica Europea, España está sujeta a las normas comunitarias que en la Unión Europea (en adelante UE) se utilizan para establecer las pautas básicas de aplicación en todos los países miembros.

			En el Tratado Constitutivo de la Unión Europea (en adelante T.C.E), concretamente en su art.118 A del T.C.E., se señala que “Los estados miembros procurarán promover la mejora, en particular, del medio de trabajo, para proteger la seguridad y la salud de los trabajadores, y se fijarán como objetivo la armonización, dentro del progreso, de las condiciones existentes en este ámbito”.

			Los objetivos que pretende este articulado son los siguientes:

			•Garantizar la protección de la salud de todos los trabajadores.

			•Procurar que en materia de seguridad y salud no existan grandes diferencias entre un Estado y otro de la Unión Europea.

			Para conseguir esto, se utilizan las denominadas “directivas”, elementos normativos de carácter vinculante para los estados miembros. 

			Estas directivas son normas de mínimos (criterios básicos a seguir) que deben ser cumplidas en cada estado miembro una vez que éste las haya incorporado a su ámbito jurídico. Esto se traduce en que, desde el momento de aprobación de una directiva europea hasta su implantación, transcurrirá un periodo en el que los estados deberán articular en sus ordenamientos jurídicos internos, normativas particulares donde queden reflejados los contenidos de las directivas. En definitiva, mediante estas normas comunitarias, se pretende unificar la legislación de cada uno de los estados miembros sobre seguridad y salud en el trabajo.

			Directiva comunitaria 89/391/CEE

			Es la norma comunitaria principal de referencia cuando de aplicación de normas de seguridad y salud en el trabajo tratamos. La “Directiva Marco”, en realidad, Directiva del Consejo de 12 de junio de 1989, fija las bases fundamentales para que se garantice la seguridad de los trabajadores. En España es adoptada en el año 1995 y articulada como Ley, lo que le otorga el máximo rango en el ámbito jurídico.

			La “Directiva Marco” es la más importante, pero no es la única, puesto que a partir de ella se desarrollan otras nuevas directivas. Entre ellas pueden señalarse: las destinadas a regulación de los Lugares de Trabajo (por R.D.486/97), Trabajos con Pantallas de Visualización de Datos (por R.D.488/97), Riesgos debidos a la exposición al ruido durante el trabajo (por R.D.1316/89), etc.

			Pero no sólo existe regulación para garantizar la seguridad y salud en el trabajo, sino que al amparo del Art. 100 A del T.C.E., se establece que “la Comunidad deberá proceder a la armonización, mediante directivas, de las disposiciones sobre requisitos de seguridad que deben cumplir los productos para poder ser comercializados”.

			La Directiva 92/59/CEE  sobre seguridad en el producto, establecía las condiciones generales que debían cumplir los productos para ser comercializados en los países de la Unión Europea. Esta directiva ha sido derogada por la Directiva 2001/95/CE cuya transposición en España es el Real Decreto 1801/2003 sobre Seguridad general de los productos. 

			No obstante, además de esta directiva de carácter general, existen otras más específicas y enfocadas a determinados productos. Todo ello derivado de la difusión de los mismos, o de la especial peligrosidad que puedan presentar, y entre las que pueden citarse aquellas que regulan:

			•Seguridad en máquinas.

			•Seguridad de recipientes y aparatos a presión.

			•Materiales eléctricos.

			•Sustancias y preparados peligrosos.

			•Equipos de protección individual, etc.

			•Legislación Española

			La Ley 31/95 de prevención de riesgos laborales reformada por la ley (54/2003)

			En España, la norma fundamental es la Ley 31/95 de 8 de noviembre de 1995 de Prevención de Riesgos Laborales, la ley desde su publicación, ha sufrido las siguientes modificaciones:

			1.	 La introducida por la Ley 50/1998, de 30 de diciembre (BOE del 31) que modificó los arts. 45 a 49 (infracciones y sanciones).

			2. 	La introducida por la Ley 39/1999, de 5 noviembre (BOE del 6) que modificó el art. 26 (protección de la maternidad), modificado Ley 3/2007.

			3. 	La introducida por el T.R. de la LISOS (R.D. Leg. 5/2000, de 4 agosto, BOE del8), que derogó los apartados 2, 4 y 5 del art.42 y los arts. 45 (excepto los párrafos 3. º y 4. º de su apartado 1.) al 52 (infracciones y sanciones).

			4. 	La introducida por la Ley 54/2003, de 12 de diciembre (BOE del 13), que modificó los arts. 9, 14, 16, 23, 24, 31, 39 y 43 (e introdujo el art. 32 bis sobre “presencia de recursos preventivos” y dos disposiciones adicionales -14ª. Y 15ª.-)

			5. 	La introducida por la Ley 30/2005, de 29 de diciembre (BOE del 30) que modifica la disposición adicional quinta. 

			6. 	La introducida por la disposición final segunda de la Ley 31/2006 de 18 octubre (BOE del 19), que modifica los apartados 1 y 2 del artículo 3 añade una disposición adicional novena bis (personal militar).

			7. 	La introducida por la Ley Orgánica 3/2007, que añade en el artículo 5, el punto 4, modifica y sustituye el artículo 26.

			8.	La introducida por la Ley 25/2009, de 22 de diciembre, que modifica el artículo 8. 

			9.	La introducida por la Ley 32/2010, de 5 de agosto, que modifica la disposición final sexta

			10. La introducida por la Ley 14/2013, que modifica el artículo 30.5. 

			La ley de Prevención de Riesgos Laborales desarrolla, en materia de seguridad laboral, los mandatos de la Constitución española y de la Normativa de la Unión Europea.

			La ley viene a trasponer al Derecho español la fundamental Directiva Marco 89/391/CEE y las directivas 92/85/CEE (protección de la maternidad), 94/33/CEE (protección de los jóvenes en el trabajo) y 91/383/CEE (tratamiento de las relaciones de trabajo temporales, de duración determinada y en empresas de trabajo temporal).

			La ley 31/95 y sus reformas es el marco de referencia en materia de seguridad y salud en el trabajo. Introduce dicha norma el concepto “prevención” como elemento básico y omnipresente en todas las actuaciones a realizar en la seguridad y salud en el trabajo.

			Además esta Ley implanta una cultura preventiva consistente en concienciar a todos los sujetos que intervienen en la relación laboral de la importancia que tiene mejorar las condiciones de trabajo y así reducir el número de accidentes de trabajo.

			La ley 54/2003 de reforma de la Ley 31/95, aparece con cuatro objetivos básicos: el combatir de manera activa la siniestralidad laboral, fomentar una auténtica cultura de la prevención de riesgos en el trabajo, reforzar la necesidad de integrar la prevención de riesgos laborales en los sistemas de gestión de la empresa y mejorar el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales.

			La estructura de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante L.P.R.L.) integra siete capítulos, con el siguiente contenido: 

			•Capítulo I. Objeto, ámbito de aplicación y definiciones. Determina la finalidad de la norma y su carácter de Derecho necesario mínimo, fijando su ámbito de aplicación y ofreciendo una definición de conceptos básicos utilizados a lo largo de su contenido. (Art. 3 modificado por 31/2006).

			•Capítulo II. Política en materia de prevención de riesgos para proteger la seguridad y la salud en el trabajo. (Artículo 5 añadido por ley Orgánica 3/2007 punto 4) (Artículo 9 reformado por la Ley 54/2003). Establece los objetivos de la política en materia de prevención y las competencias de los distintos organismos públicos involucrados en el desarrollo de dichas actuaciones. (Art. 5 modificado 3/2007).

			•Capítulo III. Derechos y obligaciones. (arts. 14, 16, 23 y 24 reformados por la Ley 54/2003) Enumera los derechos y obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos laborales, así como las obligaciones de los empresarios en esta misma materia. (Art. 26 modificado por ley Orgánica 3/2007).

			•Capítulo IV. Servicios de prevención art. 30.5 (reformado por la Ley 14/2013). (arts. 31 y 32 reformados por la Ley 54/2003) Fija los órganos que las empresas podrán utilizar para dar cumplimiento a la ley. Este capítulo se ve desarrollado por el RD 39/1997 de 17 de enero por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención.

			•Capítulo V. Consulta y participación de los trabajadores. (Art. 39 reformado por la Ley 54/2003) Regula el derecho de consulta y participación de los trabajadores en la empresa; así como el funcionamiento de los Delegados de Prevención y del Comité de Seguridad y Salud.

			•Capítulo VI. Obligaciones de los fabricantes. Importadores y suministradores. Este capítulo desarrolla la aplicación del art. 100 (A) del Tratado de la Unión Europea, sobre seguridad en el producto.

			•Capítulo VII. Responsabilidades y sanciones. (Art. 42 apartados 2, 4 y derogados por el Real Decreto Legislativo 5/2000), (art. 43 reformado por la Ley 54/2003), (art. 45 derogado por el Real Decreto 5/2000).

			Determina las responsabilidades empresariales derivadas del incumplimiento de la Ley, estableciendo los distintos niveles de infracción y fijando las sanciones correspondientes.

			La Ley se completa con trece Disposiciones Adicionales, dos Disposiciones Transitorias, una Disposición Derogatoria y dos Disposiciones Finales.

			La ley 54/2003 de 12 de diciembre añade dos disposiciones adicionales, la 14ª (Presencia de recursos preventivos en las obras de construcción) y la 15ª (Habilitación de funcionarios públicos). Disposición adicional 9 bis añadido por ley 31/2006.

			La Ley 25/2009, de 22 de diciembre añade una disposición adicional, la 16ª (Acreditación de la formación) y la Ley 14/2013 añade la 17ª (Asesoramiento técnico a las empresas de hasta veinticinco trabajadores).

			La doble naturaleza (laboral y administrativa), de la Ley 31/95 constituye sin duda, su principal característica o rasgo general.

			RD.39/97, Servicios de prevención

			Los Servicios de Prevención son los que regulan las formas de organización de la prevención en la empresa, bien por el propio empresario en empresas de menos de 6 trabajadores, bien a través de la actuación de uno o varios trabajadores de la empresa específicamente designados para ello, o de la constitución de un servicio de prevención propio o ajeno.

			¿Qué hacen?

			Los servicios de prevención son los encargados de asesorar y prestar apoyo a la empresa en las siguientes funciones: 

			•Diseño, implantación y aplicación de un Plan de Prevención de riesgos laborales en las empresas. 

			•Evaluación los factores de riesgo que puedan afectar a la salud y a la seguridad de los y las trabajadoras, en relación a la seguridad, higiene industrial y ergonomía y Psicosociología, en coordinación con la vigilancia de la Salud.

			•Planificación de la actividad preventiva y la determinación de las prioridades en la adopción de medidas preventivas, en función del tipo de riesgo identificado se aplicarán los procedimientos de evaluación adecuados conforma a los siguientes criterios:

			•Evaluación de riesgos impuesta por legislación específica.

			•Evaluación de riesgos para los que no existe legislación específica.

			•Evaluación de riesgos que precisa métodos específicos de análisis.

			•Evaluación general de riesgos.

			•Vigilar la eficacia de las medidas preventivas implantadas.

			•Formación e información de los trabajadores en relación a la prevención de riesgos laborales, a través de diferentes cursos adaptados a las necesidades y prioridades preventivas.

			•Prestación de primeros auxilios y planes de emergencia. Mediante las diferentes actuaciones como los simulacros de alarma y evacuación.

			•Vigilancia de la salud de los y las trabajadoras en relación con los riesgos derivados de su trabajo.

			•Servicio de prevención propio

			Será de obligada constitución:

			•En empresas de más de 500 trabajadores.

			•Excepcionalmente, por obligación legal, para empresas de entre 250 y 500 trabajadores en determinadas circunstancias, que desarrollen una actividad de las contenidas en el Anexo I de R.D. 39/1997. En este caso la empresa vendrá obligada a constituir un servicio propio como personal y medios específicos, que desarrollen por lo menos dos de las cuatros especialidades técnico/sanitarias, en dedicación exclusiva en estos menesteres. Concertando a un servicio ajeno de prevención de riesgos laborales de las especialidades no asumidas.

			•Cuando lo decida la autoridad laboral.

			Debe ser una unidad organizativa específica, dedicando sus integrantes de forma exclusiva a la actividad preventiva, y debiendo contar con las instalaciones y medios necesarios. 

			Cabe la posibilidad de crear Servicios Mancomunados entre empresas que desarrollen simultáneamente sus actividades en un mismo centro de trabajo, edificio o centro comercial.

			¿Todas las empresas deben tener servicios de prevención propios?

			No, la legislación vigente obliga al empresario, como responsable de la prevención de riesgos laborales y garante de la seguridad y salud en el trabajo, a utilizar alguno de los siguiente medios: asumir personalmente la actividad preventiva, designar uno o varios trabajadores/as para ocuparse de la actividad preventiva, constituir un servicio de prevención propio o concertar este servicio con una entidad especializada acreditada por la autoridad laboral, ajena a la empresa. 

			•El empresario/a puede optar por asumir personalmente la actividad preventiva si es una empresa hasta diez trabajadores, si no realiza actividades peligrosas (anexo I del RD 39/97), si la actividad habitual se realiza dentro del centro de trabajo, y si tiene cualificación para ello. La vigilancia de la salud y las actividades preventivas no asumidas personalmente por él, debe contratarla con otras modalidades de prevención.

			•El empresario/a designará a uno o más trabajadores para realizar la actividad preventiva en la empresa. Para las actividades preventivas que los trabajadores designados no estén cualificados para realizar, el empresario podrá contar con un servicio de prevención propio o ajeno. No es obligatoria la designación si el empresario/a ha asumido personalmente la actividad preventiva, o si cuenta con servicio de prevención propio o ajeno.

			•El empresario/a deberá constituir un servicio de prevención propio si se trata de una empresa con más de 500 trabajadores o más de 250 trabajadores si desarrollan actividades peligrosas (anexo I del RD 39/97), o si no cumpliendo lo anterior, lo dictamine la autoridad laboral tras un informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. Las especialidades que no asuma el servicio de prevención propio, podrán ser concertadas con un servicio de prevención ajeno.

			Servicio de prevención ajeno

			Son entidades que se encargan de identificar, evaluar, proponer medidas, dar asistencia técnica y hacer el adecuado seguimiento de la prevención de riesgos laborales a las empresas con las que contratan dichos servicios. Son, pues, ajenas a las empresas.

			Se trata de una de las modalidades de servicios de prevención contempladas en la Ley de Prevención de Riesgos Laborales y en su desarrollo posterior.

			Los Servicios de Prevención Ajenos deben estar acreditados por la autoridad laboral para actuar como tales. Para otorgar dicha acreditación, se comprueban todas las condiciones del futuro servicio de prevención ajeno, con el fin de garantizar que reúnen los medios humanos, técnicos y materiales adecuados para desarrollar satisfactoriamente su función en las distintas empresas a las que ofrecerán sus servicios.

			Las empresas que tienen obligación de contar con servicio de prevención propio, pueden también concertar determinadas actividades con los SPA (Servicio de prevención ajeno), para las que no cuenten con los recursos necesarios. 

			El Reglamento de los Servicios de Prevención  R.D. 39/1997

			El Reglamento de los Servicios de Prevención RD 39/97, de 17 enero (en adelante RSP), (BOE 31/01/97) nace como desarrollo de aquellas materias que la Ley considera más importantes. Es aprobado el 17 de enero de 1997 y su contenido esencial gira en torno a tres grandes apartados que a continuación enumeramos:

			1. 	La evaluación de los riesgos en la empresa para la salud de los trabajadores.

			2. 	Las diferentes modalidades de organización, funcionamiento y control de los servicios de prevención.

			3. 	Las capacidades formativas y aptitudes profesionales necesarias que deben reunir los servicios de prevención y los trabajadores designados para desarrollar actividades preventivas. 

			El reglamento de los Servicios de Prevención ha sufrido varias modificaciones desde que fue aprobado el 17 de enero de 1997, (modificado por RD. 780/1998, de 30 de abril, RD 688/2005, de 10 junio, RD. 604/2006, de 19 de mayo, RD. 298/2009, de 6 de marzo, RD. 337/2010, de 19 de marzo, RD. 598/2015, de 3 de julio y RD. 899/2015, de 9 de octubre).

			Otras normas nacionales referentes a prevención de Riesgos

			Por último, analizar otras normas a escala nacional que también están relacionadas con la prevención de riesgos: 

			En primer lugar, diferentes artículos del Estatuto de los Trabajadores (RD. Legislativo 2/2015, de 23 de octubre), que hacen referencia, especialmente en su artículo 19, a los derechos que tienen todos los trabajadores por cuenta ajena en materia de seguridad e higiene. El art. 19 establece que: “El empresario está obligado a garantizar que cada trabajador reciba una formación teórica y práctica, suficiente y adecuada, en materia preventiva tanto en el momento de su contratación, cualquiera que sea la modalidad o duración de esta, como cuando se produzcan cambios en las funciones que desempeñe o se introduzcan nuevas tecnologías o cambios en los equipos de trabajo. El trabajador está obligado a seguir la formación y a realizar las prácticas”.

			En segundo lugar, la Ley General de la Seguridad Social también hace mención en varios artículos a la protección de la salud de todos los trabajadores, haciéndose extensible a los familiares o asimilados que tuvieran a su cargo. Además define los conceptos de accidente de trabajo (Art. 156) y de enfermedad profesional (Art.157). 

			También se establece el derecho que tienen los trabajadores a un recargo económico en sus prestaciones siempre y cuando el trabajador no haya cumplido con sus obligaciones en esta materia (Art.164). 

			En tercer lugar, los reglamentos que dicta el poder ejecutivo (gobierno) como normativa de desarrollo de determinadas materias reguladas inicialmente por leyes. Actualmente también se utilizan estos reglamentos como transposición de directivas europeas como por ejemplo, la señalización de seguridad en el trabajo, la manipulación manual de cargas, etc.

			Por último, el Estatuto de los Trabajadores atribuye a la negociación colectiva la posibilidad de establecer normas de Seguridad e Higiene en sus convenios colectivos. Estas mejoras corresponden a la salud laboral, teniendo carácter obligatorio siempre que no sean contrarias a normas de rango superior. La finalidad de estas normas es regular situaciones más concretas del sector económico objeto del convenio colectivo.

			También hay que tener en cuenta la Ley de infracciones y sanciones en el orden Social, texto refundido aprobado por Real Decreto legislativo 5/2000 de 4 de agosto reformada por la Ley 54/2003.

			Por orden cronológico nos encontramos con la siguiente normativa en el sector de la construcción:

			•Directiva 92/57CEE, del Consejo de 24 de junio de 1992, relativa a las disposiciones mínimas de Seguridad y Salud que deben aplicarse en las obras de construcción temporales o móviles (Octava Directiva específica con arreglo al apartado 1 del artículo 16 de la Directiva 89/391/CEE.

			•Orden de 20 de enero de 1956, por la que se aprueba el Reglamento de Higiene y Seguridad Social en los Trabajos Realizados en Cajones con Aire Comprimido.

			•Orden de 28 de agosto de 1970, por la que se aprueba la Ordenanza de trabajo de la construcción, vidrio y cerámica.

			•Decreto 462/1971, de 11 de marzo, por el que se dictan normas sobre la redacción de proyectos y dirección de obras de edificación.

			•Decreto 3565/1972, de 23 de diciembre, por el que se establecen las normas tecnológicas de la edificación (NTE).

			•Real Decreto 1650/1977, de 10 de junio, sobre normativa de la edificación.

			•Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, por el que se establecen disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción.

			•Resolución de 30 de abril de 1998, de la Dirección General de Trabajo por la que se dispone la inscripción en el registro y publicación del Convenio Colectivo General del Sector de la Construcción.

			•Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación.

			•Real Decreto 312/2005, de 18 de marzo, por el que se aprueba la clasificación de los productos de construcción y de los elementos constructivos en función de sus propiedades de reacción y de resistencia frente al fuego. 

			•Orden FOM/1951/2005, de 10 de junio, por la que se aprueba la  instrucción sobre las inspecciones técnicas en los puentes de ferrocarril (ITPF-05).

			•Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

			•Real Decreto 315/2006, de 17 de marzo, por el que se crea el Consejo para la Sostenibilidad, Innovación y Calidad de la Edificación.

			•Orden FOM/1296/2006, de 17 de abril, por la que se aprueban los Capítulos: 6.- Balasto y 7.- Subbalasto del pliego de prescripciones técnicas generales de materiales ferroviarios (PF).

			•Real Decreto 635/2006, de 26 de mayo, sobre requisitos mínimos de seguridad en los túneles de carreteras del Estado.

			•Real Decreto 605/2006, de 19 de mayo, por el que se aprueban los procedimientos para la aplicación de la norma UNE-EN 197-2:2000 a los cementos no sujetos al marcado CE y a los centros de distribución de cualquier tipo de cemento.

			•Real Decreto 805/2006, de 30 de junio, por el que se reestructura la Comisión Permanente del Cemento.

			•Orden VIV/2784/2006, de 27 de julio, por la que se determinan las condiciones y requisitos de rehabilitación aislada para mejorar las condiciones de accesibilidad, sostenibilidad y seguridad estructural en el Programa 2006 del Plan Estatal 2005-2008.

			•Ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el Sector de la Construcción.

			•Real Decreto 47/2007, de 19 de enero, por el que se aprueba el Procedimiento básico para la certificación de eficiencia energética de edificios de nueva construcción.

			•Real Decreto 637/2007, de 18 de mayo, por el que se aprueba la norma de construcción sismorresistente: puentes (NCSP- 07).

			•Resolución de 1 de agosto de 2007, de la Dirección General  de Trabajo, por la que se inscribe en el registro y se publica el IV Convenio Colectivo General del Sector de la Construcción.

			•Real Decreto 1109/2007, de 24 de agosto, por el que se desarrolla la Ley 32/2006, de 18 de octubre, reguladora de la subcontratación en el Sector de la Construcción.

			•Real Decreto 1027/2007, de 20 e julio, por el que se aprueba el Reglamento de Instalaciones Térmicas en los Edificios.

			•Real Decreto 1371/2007, de 19 de octubre, por el que se aprueba el documento básico “DB-HR protección frente al ruido” del Código Técnico de la Edificación y se modifica el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación.

			•Orden FOM/3671/2007, de 24 de septiembre, por la que se aprueba la Instrucción sobre las acciones a considerar en el proyecto de puentes de ferrocarril, (IAPF-07).

			•Real Decreto 110/2008, de 1 de febrero, por el que se modifica el Real Decreto 312/2005, de 18 de marzo, por el que se aprueba la clasificación de los productos de construcción y de los elementos constructivos en función de sus propiedades de reacción y de resistencia frente al fuego.

			•Real Decreto 105/2008, de 1 de febrero, por el que se regula la producción y gestión de los residuos de construcción y demolición.

			•Resolución de 26 de febrero 2008, de la Dirección General de Trabajo, por la que se registran y publican las tablas salariales definitivas de 2007 y provisional de 2008, así como el procedimiento para la homologación de actividades formativas en materia de prevención de riesgos laborales del IV Convenio colectivo general del sector de la construcción.

			•Real Decreto 956/2008, de 6 de junio, por el que se aprueba la instrucción para la recepción de cementos (RC-08).

			•Orden VIV/1744/2008, de 9 de junio, por la que se regula el Registro General del Código Técnico de la Edificación.

			•Real Decreto 1247/2008, de 18 de julio, por el que se aprueba la instrucción de hormigón estructural (EHE-08).

			•Real Decreto 1644/2008, de 10 de octubre. Normas para la comercialización y puesta en servicio de las máquinas.

			•Resolución de 18 de marzo de 2009. Acuerdos de desarrollo y modificación del IV Convenio colectivo general del sector de la construcción.

			•Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Modificación de diversas leyes para su adaptación a la Ley sobre el libre acceso a las actividades de servicios y su ejercicio.

			•Real Decreto 38/2010, de 15 de enero. Modificación del Reglamento sobre colaboración de las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales.

			•Real Decreto 1000/2010, de 5 de agosto. Visado colegial obligatorio.

			•Real Decreto-Ley 13/2010, de 3 de diciembre. Actuaciones en el ámbito fiscal, laboral y liberalizadoras para fomentar la inversión y la creación de empleo.

			•Ley 40/2010, de 29 de diciembre. Almacenamiento geológico de dióxido de carbono.

			•Real Decreto 346/2011, de 11 de marzo. Aprobación del Reglamento regulador de las infraestructuras comunes de telecomunicaciones para el acceso a los servicios de telecomunicación en el interior de las edificaciones.

			•Real Decreto-ley 5/2011, de 29 de abril. Medidas para la regularización y control del empleo sumergido y fomento de la rehabilitación de vivienda.

			•Orden ITC/933/2011, de 5 de abril. Instrucción Técnica Complementaria 2.0.03,

			•Decreto 67/2011, de 5 de abril. Regula el control de calidad de la construcción y obra pública.

			•Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su Internacio­nalización (que modifica el artículo 30.5 de la LPRL, reflejando la posibilidad de que el empresario asuma la PRL en empresas de hasta 25 trabajadores, siempre que tenga un único centro de trabajo).

			•Orden PRE/1206/2014, de 9 de julio, por la que se modifica el anexo I del 

			•Real Decreto 1254/1999, de 16 de julio, por el que se aprueban medidas de  control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que  intervengan sustancias peligrosas.

			•Real Decreto 598/2015, de 3 de julio, por el que se modifican el Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los servicios de prevención; el Real Decreto 485/1997, de 14 de abril, sobre disposiciones mínimas en materia de señalización de seguridad y salud en el trabajo; el Real Decreto 665/1997, de 12 de mayo, sobre la protección de los trabajadores contra los riesgos relacionados con la exposición a agentes cancerígenos durante el trabajo y el Real Decreto 374/2001, de 6 de abril, sobre la protección de la salud y seguridad de los trabajadores contra los riesgos relacionados con los agentes químicos durante el trabajo.

			•Real Decreto 899/2015, de 9 de octubre, por el que se modifica el Real Decreto 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los Servicios de Prevención.

			•Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores.

			•Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

			•Real Decreto 1150/2015, de 18 de diciembre, por el que se modifica el Real Decreto 1299/2006, de 10 de noviembre, por el que se aprueba el cuadro de enfermedades profesionales en el sistema de la Seguridad Social y se establecen criterios para su notificación y registro.

			1.3.1. Deberes y obligaciones básicos en esta materia

			Los derechos y deberes de empresarios y trabajadores en relación con la Prevención de Riesgos Laborales se recogen en diferentes textos normativos.

			El Estatuto de los Trabajadores, en su art. 4.2, establece que los trabajadores tienen derecho “a su integridad física y a una adecuada política de seguridad e higiene.”

			Del mismo modo, el art. 19 del mismo texto señala que el trabajador:

			“Está obligado a observar en su trabajo las medidas legales y reglamentarias de seguridad e higiene.”

			La Ley de Prevención de Riesgos Laborales dedica a esta materia su capítulo III. En su art. 14 reformado por la Ley 54/2003, establece: 

			•Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.

			•En cumplimiento del deber de protección, el empresario deberá garantizar la seguridad y la salud de los trabajadores a su servicio en todos los aspectos relacionados con el trabajo.

			•El empresario realizará la prevención de riesgos laborales mediante la integración de la actividad preventiva en la empresa y la adopción de cuantas medidas sean necesarias para la protección de la seguridad y la salud de los trabajadores.

			•El coste de las medidas relativas a la seguridad y salud en el trabajo no debe recaer sobre los trabajadores.

			Obligaciones del empresario

			La acción preventiva a desarrollar por el empresario, para así garantizar la protección de la seguridad y salud de sus trabajadores, se aplicará con arreglo a los siguientes principios generales:

			•Evitar los riesgos.

			•Evaluar los riesgos.

			•Combatir los riesgos que no se puedan evitar en su origen.

			•Adaptar el trabajo a la persona.

			•Tener en cuenta la evolución de la técnica.

			•Sustituir lo peligroso por lo que entrañe poco o ningún peligro.

			•Planificar la prevención.

			•Adoptar medidas que antepongan la protección colectiva frente a la individual.

			•Dar las debidas instrucciones a los trabajadores.

			El empresario tiene el deber genérico de proteger la seguridad y salud de sus trabajadores. Este deber se concreta en la necesidad de disponer de los recursos necesarios para garantizar dicha protección. La organización de los recursos necesarios para el desarrollo de las actividades preventivas debe realizarse con arreglo a alguna de las modalidades siguientes:

			1. 	Asumiendo personalmente tal actividad.

			2. Designando a uno o varios trabajadores para llevarla a cabo.

			3. Constituyendo un servicio de prevención propio.

			4. 	Recurriendo a un servicio de prevención ajeno acreditado por la autoridad laboral.

			En el caso de no contratar un servicio de prevención ajeno, el empresario debe encargar una auditoría de su sistema de prevención a una entidad debidamente acreditada para ello.”

			El empresario debe cumplir unas normas específicas:

			Evaluación de riesgos

			Este proceso se dirige a estimar la magnitud de los riesgos que no hayan podido evitarse, obteniendo la información necesaria para que el empresario tome una decisión apropiada sobre la necesidad de adoptar medidas preventivas y, en su caso, sobre el tipo de medidas que deban implantarse.

			El empresario (art. 16 Ley 31/95 reformado por la Ley 54/2003) deberá realizar una evaluación inicial de los riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores teniendo en cuenta la naturaleza de la actividad, las características de los puestos de trabajo existentes y de los trabajadores que deban desempeñarlos.

			La evaluación de riesgos inicial se actualizará cuando cambien las condiciones de trabajo y en todo caso si se producen daños para la salud.

			Cuando el resultado de la evaluación lo haga necesario, el empresario realizará controles periódicos de las condiciones de trabajo así como de las medidas preventivas implantadas. 

			El empresario deberá asegurarse de la efectiva ejecución de las actividades preventivas incluidas en la planificación efectuando un seguimiento continuo de la misma.

			Equipos de trabajo y medios de protección

			El empresario, con base en la evaluación de riesgos realizada, será el responsable de que los equipos de trabajo sean adecuados para el trabajo que deba realizarse, determinando cuáles podrán ser utilizados solo por trabajadores especializados. Debiendo además proporcionar a sus trabajadores los equipos de protección individual adecuados y velar por el uso efectivo de éstos.

			Información, consulta y participación de los trabajadores

			El empresario deberá informar a los trabajadores o a sus representantes en relación con los riesgos para su seguridad y salud derivados de su actividad, las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a estos riesgos así como las medidas adoptadas para casos de emergencia.

			El empresario deberá consultar a los trabajadores y permitir su participación en las cuestiones que afecten a su seguridad y salud.

			Formación

			El empresario deberá garantizar que cada trabajador reciba una formación teórica y práctica suficiente en materia preventiva, tanto en el momento de la contratación como en situaciones de cambio de puesto, introducción de nuevos equipos, procesos o materiales. Esta formación deberá impartirse siempre que sea posible dentro de la jornada de trabajo.

			Medidas de emergencia

			El empresario deberá realizar el análisis de las posibles situaciones de emergencia adoptando las medidas necesarias en materia de primeros auxilios, lucha contra incendios y evacuación de los trabajadores, así como disponer los medios materiales y humanos adecuados.

			Riesgo grave e inminente

			Cuando los trabajadores estén o puedan estar expuestos a estos riesgos, el empresario deberá informar a los trabajadores afectados, poniendo inmediata­mente en práctica las medidas necesarias para que dichos trabajadores puedan interrumpir el trabajo y ponerse a salvo, o en su defecto, adoptar las medidas de protección necesarias que garanticen su seguridad. Se tendrá en cuenta que en esta última situación, los representantes de los trabajadores podrán paralizar los trabajos.

			Vigilancia de la salud

			El empresario debe garantizar a los trabajadores la vigilancia periódica de su estado de salud. Esta vigilancia, salvo en los casos previstos por la propia Ley (Riesgos especialmente peligrosos, estudio concreto de determinadas condiciones de trabajo, etc.), requerirá el consentimiento previo de los trabajadores. Esta obligación del empresario puede ser prolongada más allá de la finalización de la relación laboral si la naturaleza del riesgo a la que ha estado sometido el trabajador así lo requiere.

			Documentación

			El empresario (art. 23 Ley 31/95 modificado por la Ley 54/2003) debe elaborar y conservar a disposición de la Autoridad Laboral la siguiente documentación:

			•Plan de Prevención de Riesgos Laborales conforme a lo previsto en el art. 16.

			•Evaluación de los riesgos para la seguridad y la salud en el trabajo, incluido el resultado de los controles periódicos de las condiciones de trabajo y de la actividad de los trabajadores.

			•Planificación de la actividad preventiva incluidas las medidas de protección y de prevención a adoptar y, en su caso, el material de protección que haya de utilizarse.

			•Práctica de los controles de salud y conclusiones obtenidas.

			•Relación de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales que ocasionen incapacidad superior a un día.

			Toda esta documentación deberá remitirse a la Autoridad Laboral en el momento de cese de la actividad de la empresa.

			Coordinación de las actividades empresariales (RD 171/04)

			Cuando varias empresas simultáneamente realicen trabajos en un mismo centro, deberán colaborar en el cumplimiento de la ley estableciendo los medios de coordinación que sean necesarios en materia de protección y prevención de riesgos laborales y la información sobre éstos a los trabajadores.

			La Ley 54/2003 añade un apartado 6 a este artículo: “Las obligaciones previstas en este artículo serán desarrolladas reglamentariamente” 

			Protección de los trabajadores especialmente sensibles a determinados riesgos

			El empresario debe garantizar la protección de estos trabajadores no empleándolos en aquellos puestos de trabajo en los que puedan ponerse ellos mismos o a otros en situación de peligro.

			Protección de la maternidad

			Cuando la evaluación de riesgos revele que existe riesgo para la seguridad y salud o repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las trabajadoras, el empresario adoptará las medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo.

			Entre estas medidas pueden señalarse: la adaptación y modificación de las condiciones y tiempo de trabajo, la supresión de trabajo a turnos o el cambio de puesto cuando no sea posible la adaptación de las condiciones al estado de la persona.

			Cuando no fuese posible poner fin a la situación de riesgo, se declarará el paso de la trabajadora a la situación de suspensión del contrato por riesgo durante el embarazo (art. 45.1 d. del Estatuto de los Trabajadores).

			Protección de menores

			El empresario deberá efectuar una evaluación de los puestos de trabajo en los que van a trabajar estos menores. 

			Esta evaluación la realizará antes de la incorporación al trabajo de jóvenes menores de 18 años o al modificar sus condiciones de trabajo, teniendo en cuenta su falta de experiencia, su inmadurez y su desarrollo incompleto.

			En todo caso, deberá informar a dichos jóvenes y a sus padres o tutores de los riesgos y medidas adoptadas para la protección de su seguridad y salud.

			Relaciones de trabajo temporal, de duración determinada y en empresas de trabajo temporal

			En las relaciones de trabajo de las empresas de trabajo temporal, la empresa usuaria será responsable de la protección en materia de seguridad y salud en el trabajo en los términos del artículo 16 de la Ley 14/1994, de 1 de julio, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal. El art. 19 de la ley de infracciones y sanciones de la Seguridad Social (reformada por la ley 54/2003) por ejemplo, considera infracción de la empresa usuaria permitir el inicio de la prestación de servicios de los trabajadores puestos a disposición sin tener constancia documental de que han recibido las informaciones relativas a los riesgos y medidas preventivas, poseen la formación específica necesaria y cuentan con un estado de salud compatible con el puesto de trabajo a desempeñar.

			La existencia de una relación de trabajo temporal y duración determinada no justificará en ningún caso una diferencia de trato respecto a la protección de la seguridad y salud de estos trabajadores.

			Por ello, el empresario adoptará las medidas necesarias para garantizar que estos trabajadores reciban información acerca de los riesgos a los que vayan a estar expuestos, así como formación suficiente y adecuada a las características del puesto de trabajo a cubrir. Estas disposiciones se completan con el RD 216/99 de 5 de febrero, sobre disposiciones mínimas de seguridad y salud en el ámbito de las Empresas de Trabajo Temporal.

			La evaluación de los riesgos a que se refiere el artículo 16 de la presente Ley deberá comprender la determinación de la naturaleza, el grado y la duración de la exposición de las trabajadoras en situación de embarazo o parto reciente a agentes, procedimientos o condiciones de trabajo que puedan influir negativamente en la salud de las trabajadoras o del feto, en cualquier actividad susceptible de presentar un riesgo específico. Si los resultados de la evaluación revelasen un riesgo para la seguridad y la salud o una posible repercusión sobre el embarazo o la lactancia de las citadas trabajadoras, el empresario adoptará las medidas necesarias para evitar la exposición a dicho riesgo, a través de una adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo de la trabajadora afectada. 

			Dichas medidas incluirán, cuando resulte necesario, la no realización de trabajo nocturno o de trabajo a turnos. 

			Cuando la adaptación de las condiciones o del tiempo de trabajo no resultase posible o, a pesar de tal adaptación, las condiciones de un puesto de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la trabajadora embarazada o del feto, y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora, ésta deberá desempeñar un puesto de trabajo o función diferente y compatible con su estado. El empresario deberá determinar, previa consulta con los representantes de los trabajadores, la relación de los puestos de trabajo exentos de riesgos a estos efectos.

			El cambio de puesto o función se llevará a cabo de conformidad con las reglas y criterios que se apliquen en los supuestos de movilidad funcional y tendrá efectos hasta el momento en que el estado de salud de la trabajadora permita su reincorporación al anterior puesto.

			En el supuesto de que, aun aplicando las reglas señaladas en el párrafo anterior, no existiese puesto de trabajo o función compatible, la trabajadora podrá ser destinada a un puesto no correspondiente a su grupo o categoría equivalente, si bien conservará el derecho al conjunto de retribuciones de su puesto de origen.

			Si dicho cambio de puesto no resultara técnica u objetivamente posible, o no pueda razonablemente exigirse por motivos justificados, podrá declararse el paso de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo durante el embarazo, contemplada en el artículo 45.1.d) del Estatuto de los Trabajadores, durante el período necesario para la protección de su seguridad o de su salud y mientras persista la imposibilidad de reincorporarse a su puesto anterior o a otro puesto compatible con su estado.

			Lo dispuesto en los números 1 y 2 de este artículo será también de aplicación durante el período de lactancia natural, si las condiciones de trabajo pudieran influir negativamente en la salud de la mujer o del hijo y así lo certifiquen los Servicios Médicos del Instituto Nacional de la Seguridad Social o de las Mutuas, en función de la Entidad con la que la empresa tenga concertada la cobertura de los riesgos profesionales, con el informe del médico del Servicio Nacional de Salud que asista facultativamente a la trabajadora o a su hijo. Podrá, asimismo, declararse el pase de la trabajadora afectada a la situación de suspensión del contrato por riesgo durante la lactancia natural de hijos menores de nueve meses contemplada en el artículo 45.1.e) del Estatuto de los Trabajadores, si se dan las circunstancias previstas en el número3 de este artículo.

			Las trabajadoras embarazadas tendrán derecho a ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto, previo aviso al empresario y justificación de la necesidad de su realización dentro de la jornada de trabajo.

			Obligaciones de los trabajadores

			Los trabajadores tendrán la obligación general de velar por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de aquellas otras personas a las que pueda afectar su actividad, debiendo colaborar para conseguirlo con el empresario en los siguientes términos:

			•Utilizar correctamente la maquinaria, aparatos, herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualquier otro medio con el que desarrolle su actividad.

			•Utilizar los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con las instrucciones recibidas. 

			•Utilizar correctamente los dispositivos de seguridad.

			•Informar de inmediato al superior jerárquico o a las personas designadas para realizar actividades de prevención o a los servicios de prevención de cualquier situación que entrañe riesgo para la seguridad y salud de los trabajadores.

			•Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de proteger la seguridad y salud de los trabajadores en el trabajo.

			•Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean seguras y no entrañen riesgos para la seguridad y salud de los trabajadores.

			Los trabajadores tienen derecho a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo. Estos derechos concretos se encuentran en el Capítulo III de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, y entre los que pueden citarse los siguientes:

			•Derecho a recibir toda la información necesaria en relación con los riesgos para su seguridad y salud tanto en la empresa como en su puesto de trabajo.

			•Derecho a recibir toda la información necesaria en relación con las medidas y actividades de protección y prevención aplicables a estos riesgos y con las medidas adoptadas en caso de emergencia.

			•Derecho a efectuar propuestas al empresario y a los órganos de participación y representación, dirigidas a la mejora de los niveles de protección de la seguridad y salud en la empresa.

			•Derecho a recibir formación teórico-práctica suficiente y adecuada en materia preventiva.

			•Derecho a interrumpir su actividad y abandonar el lugar de trabajo, en caso necesario, cuando considere que dicha actividad entraña un riesgo grave o inminente para su vida o su salud.

			•Derecho a la vigilancia periódica de su estado de salud.

			•Responsabilidades en materia de prevención

			El empresario al ser el principal obligado en el cumplimiento de la ley de prevención, se considera como el máximo responsable en caso de incumplimiento de esta normativa.

			Las responsabilidades que pueden exigirse al empresario se establecen en el art. 42.1 de la Ley de Prevención de Riesgos. Son de tres tipos:

			1. Responsabilidad penal.

			2. Responsabilidad administrativa.

			3. Responsabilidad civil o patrimonial.

			Responsabilidad Penal

			Se exigirá responsabilidad penal, en caso de que se incurra en alguna acción tipificada como delitos en el Código Penal (artículos 316 a 318, establecen los supuestos graves objeto de esta responsabilidad). El Código Penal recoge el denominado delito de riesgo, que castiga a los que, estando legalmente obligados, infrinjan las normas de prevención de riesgos laborales, no facilitando los medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, poniendo así en peligro grave su vida, salud o integridad física.

			Las penas previstas para este delito son de las de prisión de seis meses a tres años y multa de seis a doce meses.  

			El incumplimiento de la normativa preventiva en determinadas condiciones, conduce a la exigencia de esta responsabilidad penal. Por ejemplo, cuando un obrero de la construcción fallece tras un accidente por carecer de las medidas preventivas adecuadas.

			Esta responsabilidad penal puede traer consigo una acción de carácter civil consistente en reclamar los daños y perjuicios causados por ese incumplimiento.

			Hay ocasiones en las que el trabajador es el autor del delito, pasando el empresario a ser responsable civil subsidiario, conservando el derecho de acción judicial contra el trabajador para recuperar la indemnización abonada.

			Responsabilidad Administrativa

			Se produce cuando el empresario incumple alguna de las obligaciones que la L.P.R.L. le impone y dicha irregularidad queda registrada por un Inspector de Trabajo a través de un acta de infracción.

			Un empresario no queda exonerado de sus responsabilidades administrativas por el hecho de contar en su empresa con técnicos de prevención, habida cuenta que éstos son meros medios humanos Las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento sancionador serán compatibles con las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados y de recargo de prestaciones económicas del sistema de la Seguridad Social que puedan ser fijadas por el órgano competente de conformidad con lo previsto en la normativa reguladora de dicho sistema.

			Existen 3 tipos de infracciones:

			[image: ]

			Para poder sancionar (imponer multas económicas) por estas infracciones, es necesario iniciar un expediente que cumpla con los requisitos formales que regula la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobada por Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto (en adelante LISOS). Este Real Decreto ha sufrido modificaciones por la ley 54/2003 de reforma del marco normativo de la Prevención de Riesgos Laborales.

			Responsabilidad Civil

			Consiste en la reparación de daños y perjuicios causados, no se trata de castigar sino de resarcirse económicamente del daño producido. 

			Esta responsabilidad es exigible siempre que haya culpa o negligencia por el que causa el daño.

			Se trata de recompensar al sujeto dañado tanto en relación con los ingresos hipotéticamente dejados de obtener tras su lesión, como los perjuicios morales y psicológicos que le suponen al trabajador estar disminuido y fuera del mercado laboral.
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